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El Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CP/doc.3709/03) fue presentado por la doctora Susana Villarán, Segunda Vicepresidenta de dicho órgano, durante la sesión de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del día 29 de marzo de 2004.


La Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos decidió elevar a la consideración del Consejo Permanente el texto de la presentación de la doctora Villarán así como las intervenciones de las Misiones Permanentes que fuesen presentadas por escrito a la Secretaría del Consejo Permanente.

En cumplimiento de lo anterior, el presente documento compila los textos recibidos por la Secretaría del Consejo Permanente entre el 29 de marzo y el 26 de abril de 2004.

Asimismo se acompaña el texto del proyecto de resolución acordado por la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos el 14 de mayo de 2004.

I.
PRESENTACIÓN DEL INFORME ANUAL DE LA CIDH, POR PARTE DE SU SEGUNDA VICEPRESIDENTA, DOCTORA SUSANA VILLARÁN
Sr. Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos,

Distinguidos Representantes de los Estados Miembros y Observadores de la Organización,

Señoras y señores,

Como Segunda Vicepresidenta de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y en representación de su Presidente José Zalaquett, me complace presentar el Informe Anual 2003 de la CIDH a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente. El día de hoy me acompañan nuestro Secretario Ejecutivo y profesionales de la Secretaría Ejecutiva. Permítanme reiterar la fundamental importancia que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) otorga al diálogo fluido, permanente, sincero y profundo con los Estados Miembros, así como con los órganos políticos de la OEA. La CIDH siempre ha procurado comparecer ante la CAJP representada por su Presidente o por un miembro de su Comisión Directiva, para realizar la presentación oral de su Informe Anual. También en esta ocasión procuramos hasta último momento mantener dicha tradición. Lamentablemente, problemas de salud impidieron que el Sr. Presidente pudiese estar presente en la sesión del 18 de marzo. Por tal motivo, el Dr. Zalaquett solicitó al Primer Vicepresidente de la CIDH, Comisionado Clare K. Roberts que representase a la CIDH, y este aceptó. El día martes 16 en la tarde, el Comisionado Roberts nos informó que por razones de fuerza mayor de último momento, tampoco podría asistir. Ante esta situación, me consultaron acerca de mi disponibilidad, manifestando que por motivos de trabajo y ante la prolongada ausencia del país me era imposible asistir el 18 de marzo.

Ante esta circunstancia, en ejercicio de las atribuciones contenidas en múltiples normas convencionales, estatutarias y reglamentarias que rigen la actuación de la CIDH (artículo 40 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 21 del Estatuto de la CIDH, 12 inciso f del Reglamento de la CIDH) así como en consideración del artículo 35 inciso f del Reglamento del Consejo Permanente que específicamente permite que un director de área, en este caso nuestro Secretario Ejecutivo, represente a la Comisión en caso de imposibilidad de asistencia de su Presidente, el Presidente encomendó al Dr. Santiago Canton que representase a la CIDH ante la CAJP. La Presidencia de la CAJP fue debidamente notificada de estas circunstancias de fuerza mayor.

Dado los hechos de fuerza mayor descritos, el Presidente instruyó al Secretario Ejecutivo que durante la sesión de la CAJP del 18 de marzo, presentara las pertinentes excusas ante los representantes permanentes de los Estados Miembros por la involuntaria ausencia del Dr. Zalaquett y de otro comisionado y que leyese el discurso que se encontraba preparado con anterioridad.  

No sería esta la primera vez que nuestro Secretario Ejecutivo comparecería ante la CAJP. En múltiples instancias, el Dr. Canton al igual que sus antecesores han hecho presentaciones ante la CAJP y ante otros órganos de la OEA, sin que se haya cuestionado por parte de los Estados dicha práctica. De hecho durante el período bajo la actual Presidencia de la CAJP, el Dr. Canton ha realizado presentaciones sobre la Resolución AG/RES. 1926 (XXXIII-O/03): “Los Derechos Humanos y el Medio Ambiente en las Américas” (CP/CAJP-2102/03), sobre la Resolución AG/RES. 1927 (XXXIII-O/03 relativa a un estudio sobre los derechos y la atención de las personas sometidas a cualquier forma de detención y reclusión (CP/CAJP-2096/03) y sobre los avances en la preparación del informe integral sobre la situación de los defensores de derechos humanos en las Américas, en cumplimiento de las Resoluciones AG/RES.1842 (XXXII-O/02) y AG/RES.1920 (XXXIII-O/03) “Defensores de derechos humanos en las Américas: Apoyo a las tareas que desarrollan las personas, grupos y organizaciones de la sociedad civil para la promoción y protección de los derechos humanos en las Américas” (CP/CAJP-2105/03).

Ojalá se aclare así la involuntaria ausencia del Presidente en la sesión del 18 de marzo y los fundamentos jurídicos y fácticos por los cuales se encomendó al Secretario Ejecutivo de la CIDH su presencia en la sesión de la CAJP. Lamentamos sinceramente que no se le haya permitido a nuestro Secretario Ejecutivo brindar estas mismas explicaciones en la sesión del día 18 de marzo y esperamos que no se cambie una práctica de varios años de presentaciones de miembros de la Secretaría Ejecutiva, posibilitando el diálogo fluido que ustedes y nosotros queremos. 

El informe que les presentamos el día de hoy fue preparado de acuerdo con la Resolución 331 de 1978 (AG/RES.331 (VIII-O/78) de la Asamblea General de la OEA y el Artículo 57 del Reglamento de la CIDH, y entregado al Consejo Permanente cumpliendo con el plan de acción  y plazos dispuestos por la Secretaría General de la OEA. La CIDH aprobó su Informe Anual el 29 de diciembre del 2003; el informe refleja las actividades de la Comisión de dicho año calendario  bajo las Presidencias de los Comisionados Marta Altolaguirre y José Zalaquett, respectivamente. Agradezco el liderazgo que los Comisionados Altolaguirre y Zalaquett han ejercido en sus funciones. Asimismo, expreso mi más sincera gratitud a los Comisionados Robert Goldman, Juan Méndez y Julio Prado, cuyos mandatos expiraron el año pasado, por su invaluable contribución a la causa de los derechos humanos en las Américas y que se refleja en este Informe. A comienzos de este año, cuatro nuevos Comisionados se han incorporado a nuestra Comisión. Los  Comisionados Evelio Fernández, Freddy Gutiérrez, Florentín Meléndez y Paulo Sergio Pinheiro se han sumado a la CIDH, que en más de 40 años de historia y de los 53 Comisionados y Comisionadas se ha caracterizado por la férrea defensa de los derechos humanos en las Américas, adquiriendo la credibilidad, legitimidad y la presencia que nos permite estar orgullosos de nuestro Sistema Interamericano de protección y promoción.

La Comisión es consciente que la construcción  de sociedades democráticas basadas en el pleno respeto a los derechos humanos depende primordialmente de las autoridades estatales. Por ello, la CIDH entiende que su constante interacción con los representantes permanentes de los Estados miembros es una de sus prioridades. El intercambio ha sido especialmente valioso en el ámbito de la CAJP, por lo que reitero la voluntad de cooperación de la Comisión Interamericana expresada por mis antecesores. 

Situación de los derechos humanos en el 2003

Entre los avances positivos de 2003 en lo que se refiere al fortalecimiento del Estado de Derecho debemos señalar, entre otros hechos, la derogación de las leyes de amnistía que otorgan impunidad a personas acusadas de graves violaciones a los derechos humanos en un Estado miembro, el lanzamiento del informe final del excelente trabajo de la Comisión de la Verdad en otro, y avances en la extradición de los individuos acusados de graves crímenes internacionales. Éstos y otros progresos similares han desempeñado un papel importante en combatir una de las amenazas más grandes a los derechos fundamentales y la justicia: la impunidad de agentes del Estado por abusos serios de los derechos humanos.
También entre las tendencias prometedoras durante 2003 cabe mencionar la cooperación entre Estados miembros y la Organización de los Estados Americanos en la lucha contra el terrorismo.  Luego de la adopción por la Asamblea General de la OEA de la Convención Interamericana contra el Terrorismo en junio de 2002 y del lanzamiento del Informe sobre Terrorismo y  Derechos Humanos de la CIDH en diciembre del mismo año, la OEA ha continuado sirviendo como foro para el diálogo y la consulta sobre las maneras en que los Estados pueden adoptar leyes y regulaciones antiterroristas acordes con sus compromisos internacionales en materia de derechos humanos. Este proceso ha incluido la Reunión de Expertos Gubernamentales organizada por esta Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos en febrero del 2004. La CIDH confía en que estas iniciativas le permitirán continuar cooperando con los Estados miembros en estas y otras importantes áreas.

Durante 2003, nuestro Hemisferio enfrentó numerosos retos, desde los esfuerzos para enfrentar la amenaza global del terrorismo, a medidas dirigidas a consolidar la gobernabilidad democrática y mejorar la situación social y económica de la población de nuestra región.  Estos retos fueron, a su vez, reflejados en muchos aspectos del trabajo de la CIDH durante el período 2003.  Particularmente, la Comisión Interamericana ha observado con profunda preocupación un continuo y progresivo deterioro en el Estado de Derecho en varios países del Hemisferio.  Este fenómeno se ha desarrollado en gran parte debido al fracaso para consolidar dentro de la región un grado de institucionalización y cultura democrática suficiente para brindar estabilidad y cohesión a nuestras sociedades.  Las debilidades estructurales que continúan afectando el proceso de democratización y consolidación del Estado de Derecho en las Américas son particularmente relevantes para la Comisión Interamericana. En efecto, sin estos elementos, el goce pleno y efectivo de los derechos humanos fundamentales se deteriora y nuestras sociedades se mantienen bajo un riesgo continuo de inestabilidad con la posibilidad que se desarrollen  crisis políticas y sociales.

Durante 2003, la vida e integridad física de los defensores de los derechos humanos continuó siendo amenazada en varias partes del Hemisferio.  Tal y como ha enfatizado la CIDH en numerosas ocasiones, estas personas dedicadas a la promoción y protección de los derechos humanos, así como las organizaciones para las cuales trabajan, son esenciales para la realización efectiva de las garantías y libertades fundamentales. Los Estados miembros están obligados a adoptar las medidas necesarias para proteger la vida, la integridad física, la libertad de expresión y el derecho de asociación de los defensores y defensoras de derechos humanos, legitimando la tarea que realizan. Lamentablemente, a lo largo del 2003 hemos documentado amenazas, desapariciones, ataques y asesinatos que han continuado poniendo en riesgo su vida, integridad física y trabajo.  

La administración de justicia en múltiples Estados de la región es otra área crítica. En el 2003, no se han evidenciado mejorías significativas. Las instituciones judiciales en muchos Estados carecen de los recursos mínimos y no hay acceso efectivo a la justicia para todos los sectores de la población consolidándose un peligroso sentimiento de impunidad que lleva a la gente a tomar muchas veces la justicia en sus propias manos.  Los jueces y juezas, en muchas ocasiones, han continuado enfrentando inestabilidad en sus posiciones, incluyendo la remoción de sus cargos sin la protección de un debido proceso, y han sido amenazados al igual que fiscales, testigos y otras personas involucradas en la administración y procuración de justicia. Los Estados miembros deben adoptar las medidas para responder a amenazas de esta índole y asegurar la independencia y efectividad de sus instituciones judiciales.

Una cuarta área en la cual la Comisión Interamericana identificó insuficiencias en 2003 es la ausencia de progreso en la efectiva garantía de los derechos económicos, sociales y culturales.  La Carta Democrática Interamericana, entre otros instrumentos, reconoce que la promoción y protección de los derechos económicos, sociales y culturales están íntimamente ligados al desarrollo integral, al crecimiento económico equitativo, y a la consolidación de la democracia en los Estados del Hemisferio.  A pesar de este reconocimiento, nuestras sociedades continúan siendo acosadas por la pobreza y la exclusión social.  Por ello, la CIDH enfatiza que el desarrollo de estrategias para promover la inclusión social debe convertirse en una prioridad fundamental para los Estados miembros, así como el otorgamiento de protección especial a aquellos  grupos en situaciones particularmente vulnerables, incluyendo niños, pueblos indígenas, miembros de comunidades afro-descendientes, y trabajadores migratorios y sus familias.  Asimismo, de acuerdo a sus obligaciones internacionales, los Estados deben tomar las medidas necesarias para erradicar la discriminación racial y otras formas de discriminación. 

Persiste la discriminación basada en el género, y la violencia contra la mujer es un fenómeno que no se reduce, a pesar de las normas y mecanismos que los Estados han puesto en marcha para prevenirla. Conmemorando este año el décimo aniversario de la Convención de Belem do Pará, es fundamental redoblar los esfuerzos para concretar su plena implementación y garantizar una vida libre de violencia para todas las mujeres del hemisferio. 

Estructura y resumen del Informe Anual  del 2003

El informe anual se divide en tres volúmenes, el primero y segundo de ellos relacionados con el trabajo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y el tercero que contiene el informe del Relator Especial para la Libertad de Expresión. 

Siguiendo la práctica iniciada en 1999, el Capítulo I del Informe Anual de 2003 se dedica a una evaluación de la situación de los derechos humanos en el hemisferio y a los obstáculos principales para el disfrute de estos derechos. Al inicio de mi presentación, destaqué varios de los temas tratados por la Comisión en el Capítulo I de su Informe Anual. 

El Capítulo II ofrece una breve introducción sobre los orígenes y los fundamentos legales de la CIDH y describe las actividades principales desarrolladas por la Comisión durante el año. Con base en lo anterior, el Capítulo destaca las actividades realizadas durante las dos sesiones regulares de la Comisión Interamericana. También describe las visitas in loco, así como las visitas especiales y las actividades promocionales emprendidas por la Comisión a través del año. Asimismo, las actividades de la CIDH con relación a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y durante la Asamblea General de la OEA en junio del 2003 en Santiago, Chile.

Los miembros de la Comisión Interamericana y sus relatorías temáticas realizaron numerosas visitas y actividades promocionales.  Por invitación de los respectivos Estados, la CIDH efectuó visitas in loco a Guatemala y a Haití, así como visitas especiales de trabajo a México, Colombia, Argentina, Brasil, Ecuador, Barbados, Paraguay, El Salvador y Perú. Asimismo, varias Relatorías de la CIDH, algunas de las cuales mencionaré a continuación, han realizado múltiples visitas. Quisiera aprovechar esta oportunidad para expresar el agradecimiento de la CIDH a los gobiernos de los correspondientes 15 Estados por su cooperación en la realización de los objetivos establecidos durante las visitas en el 2003.

Las relatorías especiales de la CIDH realizaron numerosas iniciativas referentes a la promoción y a la protección de los derechos fundamentales en el Hemisferio. A lo largo de 2003, la Relatoría para los Derechos de la Niñez, que contó con el financiamiento del Banco Interamericano de Desarrollo, continuó realizando seminarios de entrenamiento sobre la promoción y defensa de los derechos de la niñez en numerosos Estados miembros, incluyendo Colombia, Jamaica, Trinidad y Tobago y Brasil.  La Relatoría sobre Trabajadores Migratorios y sus Familias realizó una visita a México en julio y agosto del 2003, participó en los procedimientos relacionados con la Opinión Consultiva OC-18 de la Corte Interamericana, y participó en numerosas actividades promocionales. La Relatoría de los Derechos de los Pueblos Indígenas llevó a cabo múltiples actividades promocionales y continuó con su participación en el proceso de promulgación de una Declaración Americana de Derechos de los Pueblos Indígenas.  En marzo de 2003, la Comisión publicó su informe sobre la "Situación de los Derechos de las Mujeres en Ciudad Juárez, México: El Derecho de Estar Libre de Violencia y Discriminación," preparado por su Relatoría para los Derechos de las Mujeres luego de la visita que se efectuó el 11 y 12 de febrero de 2002, en respuesta a la invitación del Gobierno de México.

La Comisión agradece a todos aquellos Estados que durante el 2003 invitaron a la CIDH para realizar tareas de promoción o protección de los derechos humanos. 

Como en Informes Anuales anteriores, el Relator Especial para la Libertad de Expresión preparó un informe sobre la materia en 2003, que constituye el volumen III del Informe Anual. También durante 2003, dicha Relatoría emitió informes especiales sobre la situación de la libertad de expresión en Panamá y Haití, igualmente aprobados por la CIDH.

  

Durante el año anterior, la Comisión continuó organizando reuniones con los representantes de los Estados miembros del Caribe durante sus períodos ordinarios de sesiones, con el objetivo de profundizar el diálogo con los Estados de esa región en el área de derechos humanos. 

Adicionalmente, en marzo de 2003, la Comisión convocó a una Sesión de Trabajo sobre la Implementación de los Compromisos y Estándares de los Derechos Humanos Internacionales en el Sistema Interamericano.  Este evento contó con la participación de más de 70 representantes de Estados Miembros de la OEA y representantes de observadores permanentes y 15 expertos, y proporcionó una valiosa oportunidad para la colaboración entre el gobierno y las instituciones del Sistema Interamericano en el sentido de realzar el efecto práctico de la protección de los derechos humanos internacionales en la región.

Muchas de estas actividades fueron emprendidas por la CIDH con contribuciones voluntarias y fuentes externas de financiamiento, debido a las continuas deficiencias en su presupuesto regular.  En este momento, el 40% de los fondos de la Comisión provienen de fuentes externas a nuestro hemisferio. A este respecto, deseamos de nuevo reiterar la urgente necesidad de que los Estados miembros cumplan con su compromiso de aumentar el presupuesto regular de la Comisión para que pueda cumplir sus crecientes responsabilidades y mandatos. No podemos seguir aceptando mandatos sin financiamiento. 

El Capítulo III, el más extenso del Informe, contiene las decisiones de la CIDH sobre denuncias de las violaciones de los derechos humanos en los Estados miembros de la Organización. El capítulo también incluye las estadísticas referentes al trabajo de la Comisión Interamericana, resúmenes de las medidas cautelares adoptadas o ampliadas durante 2003, e información general del seguimiento a las recomendaciones de la CIDH en las decisiones publicadas desde el año 2000. 

En el período bajo análisis, la Comisión Interamericana publicó un total de 65 informes, incluyendo 37 informes declarando peticiones admisibles, 10 informes declarando  peticiones inadmisibles, 10 informes sobre soluciones amistosas, 1 informe sobre cumplimiento, y 6 informes sobre el fondo. Durante el mismo período, la CIDH concedió un total de 56 medidas cautelares conforme al Artículo 25 de sus Reglamento, para evitar un daño irreparable a las personas. También durante el 2003, la Comisión recibió un total de 1.080 quejas individuales e inició la tramitación de 115 peticiones, dando por resultado un total de 987 casos y peticiones individuales en trámite ante la CIDH durante 2003. Además, la Comisión envió un total de 15 casos a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, más del doble del número enviado en el año 2002. Estos logros se obtuvieron con un trabajo denodado del escaso personal de la Secretaría Ejecutiva y de los miembros de la Comisión, ejerciendo una presión considerable sobre la Secretaría Ejecutiva, ya que obliga a manejar este aumento en la carga de casos y al mismo tiempo atender los crecientes mandatos de la Comisión en otras áreas con un presupuesto que se mantiene constante cuando no disminuido en términos reales. 

La fortaleza del Sistema Interamericano de derechos humanos depende del cumplimiento de las recomendaciones de la Comisión Interamericana, de las sentencias de la Corte y de sus medidas urgentes de protección. Según lo ilustrado en el cuadro reproducido en la parte D del capítulo III, hay varios Estados que lo han hecho en forma parcial o total.  Al mismo tiempo, hay muchos casos pendientes que todavía están aguardando la efectiva adopción de las medidas recomendadas.  A este respecto, es importante reiterar el llamado a los Estados miembros para que realicen sus mejores esfuerzos para cumplir de buena fe con las recomendaciones de la Comisión. Al mismo tiempo, me permito expresar la esperanza de la CIDH de que el Consejo Permanente tomará medidas para establecer un  mecanismo regular de supervisión del cumplimiento de las decisiones de la Comisión Interamericana y de la Corte, para dar efecto al principio de garantía colectiva que es la base del Sistema Interamericano para la protección de derechos humanos. 

La CIDH ha continuado utilizando los criterios dispuestos en su Informe Anual de 1998 para identificar los Estados miembros cuyas prácticas en derechos humanos merecen atención especial y su inclusión en el Informe Anual. El Capítulo IV del Informe Anual del 2003 contiene un análisis de la situación de los derechos humanos en Colombia, Cuba, Guatemala, Haití, y Venezuela. Como indiqué previamente, la información en el Informe Anual corresponde solamente a los acontecimientos durante el año calendario 2003. Desde diciembre de 2003, sin embargo, ha habido nuevos e importantes desarrollos referentes a los países discutidos en el Capítulo IV, algunos de los cuales destacaré en mis comentarios.  Además, debo mencionar que la CIDH decidió incluir tan solo breves observaciones referentes a dichos Estados en el Capítulo IV, ya que publicamos recientemente informes sobre Guatemala y Venezuela- copia de los cuales les distribuimos- y estamos actualmente en el proceso de preparar o de publicar informes completos sobre la situación de los derechos humanos en los demás Estados incluidos en el Capítulo.  

Con relación a Colombia, las principales áreas problemáticas destacadas en el informe son la violencia que proviene del conflicto armado y su impacto sobre la población civil y los grupos vulnerables, la vinculación de miembros de las fuerzas de seguridad con grupos paramilitares, y la violación continua de los principios básicos de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario por los actores del conflicto armado. La Comisión Interamericana también expresa en el informe su preocupación con respecto a la situación de los defensores de los derechos humanos, que no solamente continúan siendo el blanco de amenazas y atentados  contra su vida e integridad física, sino que encuentran su trabajo cuestionado por altos funcionarios. Asimismo, la CIDH manifiesta su preocupación por la introducción de legislación cuya puesta en práctica podría afectar el disfrute de derechos humanos básicos. Después de la adopción de nuestro Informe Anual 2003, el Consejo Permanente de la OEA invitó a la CIDH a proporcionar asesoría a la Misión para Apoyar el Proceso de Paz en Colombia (MAPP/OEA). Durante su 119 período de sesiones ordinarias en febrero y marzo del 2004, la Comisión analizó la manera de proporcionar la cooperación solicitada por el Consejo Permanente y oportunamente  informará  su plan de acción y los recursos necesarios para su cumplimiento. Como expresara el Presidente de la CIDH ante esta misma instancia hace algunas semanas, no será posible cumplir dicho mandato si no se nos otorgan nuevos recursos.

Con respecto a Cuba, la Comisión Interamericana ha observado que continúa una política de violación a los derechos humanos de los habitantes de la isla, debido en gran parte a la violación general de libertades públicas, incluyendo el derecho a la libertad de expresión, y a la represión sistemática de disidentes y periodistas independientes. Esto ha incluido la captura de más de 70 personas en marzo del 2003, que fueron juzgadas con procedimientos sumarios y condenadas a penas severas.  La Comisión también ha expresado preocupación con respecto a la ejecución de tres personas por el Estado cubano después de juicios sumarios que carecieron de garantías fundamentales de debido proceso, y por las condiciones inadecuadas de detención.

Con relación a Guatemala, la Comisión ha preparado en el 2003 su informe Justicia e Inclusión Social: Desafíos de la Democracia en Guatemala después de su visita in loco a ese Estado en marzo del 2003. En su informe, la Comisión incluyó sus observaciones, conclusiones, y recomendaciones de la situación de los derechos humanos en Guatemala, particularmente respecto a la administración de justicia y la seguridad ciudadana, así como la situación de los defensores de los derechos humanos, de la población indígena, de las mujeres, de los niños, y de la libertad de expresión.  La Comisión concluye que el Estado de Derecho y la democracia no pueden ser consolidados en Guatemala mientras haya un Poder Judicial ineficaz que no investigue las graves violaciones  a derechos humanos actuales y del pasado. La Comisión Interamericana también indica que el sistema de administración de justicia guatemalteco debe asegurar el acceso eficaz a la justicia para todos, de una manera independiente e imparcial, y continuar con la modernización y reformas para mejorar la operación de la administración judicial. Después de la adopción del Informe Anual de la Comisión de 2003, asumió un nuevo gobierno en Guatemala, y la Comisión ha comenzado a establecer un diálogo constructivo con la nueva administración.   La CIDH presentó la semana pasada junto al Presidente Berger su Informe “Justicia e Inclusión Social: los Desafíos de la Democracia en Guatemala” en un histórico acto en la Ciudad de Guatemala. Quiero aprovechar esta oportunidad para expresar la complacencia de la CIDH por los compromisos políticos asumidos por el Presidente Berger de realizar los mejores esfuerzos para adoptar nuestras recomendaciones.


En este Informe Anual, la Comisión reitera su seria preocupación por la situación de derechos humanos en Haití.  A este respecto, la Comisión Interamericana menciona que condujo varios seminarios durante los meses de mayo y de julio de 2003 y realizó una visita in loco en agosto, con relación principalmente a los temas de la administración de justicia, de la impunidad y del Estado de Derecho. Basándose en sus actividades en Haití, la CIDH ha tomado nota de la severa dificultad económica y de una crisis política duradera que afectan críticamente los derechos humanos de haitianos y haitianas. La Comisión Interamericana también ha expresado su preocupación por las limitaciones significativas que afectan la independencia del Poder Judicial haitiano, y a los informes sobre la presencia de grupos armados que actúan ilegalmente y con impunidad, aterrorizando a la población. Los acontecimientos ocurridos en los últimos dos meses y con posterioridad a la adopción de su Informe Anual, continúan preocupando a la Comisión Interamericana, que se mantendrá atenta a la situación en Haití con la esperanza de que se produzca un  reestablecimiento pleno  del Estado de derecho y  las instituciones democráticas de conformidad con la Carta Democrática y la Convención Americana. 

Con respecto a Venezuela, la Comisión ha notado varios problemas en el área de protección de los derechos humanos. A este respecto, la Comisión ha identificado ciertos asuntos que minan el Estado de Derecho en Venezuela, incluyendo la extrema polarización  y los periódicos actos de violencia entre los manifestantes de diversos grupos, así como la falta de una implementación completa de la nueva Constitución del Estado. Otras áreas de preocupación incluyen el estado provisional de numerosos jueces, lo que limita seriamente la autonomía y la independencia del poder judicial, el no cumplimiento del deber del Estado venezolano de prevenir e investigar las violaciones de derechos humanos y castigar a los responsables,  y la negativa del Estado venezolano para cumplir con las decisiones de la Comisión Interamericana. El  18 de marzo pasado a Comisión hizo público su “Informe sobre la situación de los derechos humanos en Venezuela”. La CIDH reitera su voluntad de trabajar con el gobierno de Venezuela y con la sociedad civil para la plena y cabal implementación de las recomendaciones contenidas en dicho informe. 

 

Finalmente, el Capítulo V del Informe Anual 2003 de la Comisión contiene el Quinto Informe de Progreso de la Relatoría Especial sobre Trabajadores Migratorios y sus Familias, que delinea las actividades principales en dicha materia durante el 2003. Asimismo, se revisa la jurisprudencia  del Sistema Interamericano, así como políticas y prácticas referentes a los derechos humanos de los trabajadores migratorios y sus familias, y se analiza la visita in loco de la relatoría a México del 25 de julio al 1 de agosto de 2003.

Los Anexos al Informe contienen la información referente al estado actual de las Convenciones y Protocolos de derechos humanos adoptados dentro del Sistema Interamericano, así como copia de los comunicados de prensa publicados por la Comisión Interamericana durante 2003, discursos dados en nombre de la Comisión, y una Resolución sobre Juzgamiento de Crímenes Internacionales adoptada por la CIDH el 24 de octubre del 2003. 

Conclusión

Sr. Presidente, representantes, estimados colegas, señoras y señores,

Antes de finalizar, quisiera enfatizar que el apoyo y colaboración de los Estados miembros con el trabajo de la CIDH es crucial para asegurarse que el sistema interamericano de protección y promoción de derechos humanos sea verdaderamente eficaz. Durante 2003, como en años anteriores, la Comisión les ha entregado un informe completo y detallado referente a la situación de los derechos humanos en nuestro hemisferio. Las páginas de este informe significan poco sin un compromiso por parte de los Estados miembros y los órganos políticos de la OEA de tratar los problemas y los desafíos identificados por la Comisión. Como la CIDH ha acentuado en numerosas ocasiones, y como los Estados miembros han reconocido, el sistema interamericano de los derechos humanos requiere urgentemente recursos adicionales. La ausencia de financiamiento adecuado para los mandatos dados a la Comisión así como a la Corte Interamericana ponen al sistema en peligro, y es por lo tanto imperativo que los gobiernos tomen medidas concretas para asegurar de que los recursos necesarios estén disponibles para ambos órganos, asegurando que ambas instituciones puedan cumplir con sus obligaciones de manera eficaz e independiente. En esta ocasión, quisiera agradecer  a todos aquellos países que gracias a sus contribuciones hicieron posible el trabajo de la CIDH durante 2003: Brasil, Estados Unidos, México, Finlandia, la Comisión Europea, Francia, Dinamarca, España y Suecia.

Por último quisiera expresar el aprecio de la Comisión Interamericana a sus miembros cuyo mandato concluyó en Diciembre de 2003 y que fueron los responsables del trabajo reflejado en este Informe Anual; y al mismo tiempo dar la bienvenida a los nuevos miembros de la Comisión que ya se han unido constructiva y positivamente a nuestra labor.  También agradezco el profesionalismo y compromiso de nuestro Secretario Ejecutivo y del personal profesional y administrativo de la Secretaría por su incansable trabajo en defensa de los derechos humanos. Los comisionados estamos orgullosos y por eso respaldamos con mucho entusiasmo el trabajo profesional que realiza la Secretaría Ejecutiva bajo la dirección del Dr. Canton, en condiciones sumamente difíciles y siempre al límite de sus capacidades. Al despedirme, expreso el aprecio sincero de la Comisión al Secretario General de la OEA, César Gaviria, por el apoyo y la autonomía que ha proporcionado invariablemente a la Comisión durante su mandato.  

Gracias.
II.
OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES DE LOS ESTADOS MIEMBROS AL INFORME ANUAL DE LA CIDH
Intervención de la Misión permanente deL canadá
- Agradezco a la Comisionada Villarán por su presentación. Y agradezco a la Comisión la presentación de un informe completo y detallado. 

- Canadá aprecia el trabajo de la Comisión, tanto en lo que concierne a los casos particulares como a sus actividades de promoción. Observamos en particular el trabajo hecho en los ámbitos de la libertad de expresión y los defensores de los derechos humanos.

- Alentamos a la Comisión a continuar vigilando de cerca la situación en Haití y a colaborar con la Misión Especial a fin de asegurar que la promoción y protección de los derechos humanos sea parte integral de las actividades de reconstrucción de la OEA y las Naciones Unidas en Haití.

- La labor de la Comisión es uno de los pilares de la OEA y es parte integral de su razón de ser. Su labor y su independencia deben ser celosamente protegidas por los miembros de la Organización. La puesta en práctica de sus recomendaciones debe ser alentada y sus opiniones respetadas. No hacerlo debilita la institución y, por consiguiente, al sistema interamericano en su conjunto. 

- El financiamiento dedicado a la Comisión debería aumentarse, idealmente a partir del presupuesto regular de la organización.

- Es constructivo plantearse preguntas sobre la Comisión y el sistema interamericano de derechos humanos en general, pero creemos que será difícil hablar de reforma de cualquier naturaleza antes de abordar seriamente la cuestión de la falta de financiamiento.
INTERVENCIóN DE LA MISIóN PERMANENTE DE COLOMBIA
Señor Presidente:

Como ya lo hemos afirmado en diversas ocasiones, Colombia ha sido constante en su apoyo al sistema interamericano de protección de los Derechos Humanos y ha mantenido un diálogo constructivo con la Comisión, por lo cual, en primer término manifestamos nuestro agradecimiento a la doctora Susana Villarán, quien con su presencia reafirma la importancia de la interlocución entre los Estados Miembros y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Igualmente, elevamos nuestros votos porque mejore la salud del Comisionado José Zalaquett, quien como lo ha explicado hoy la comisionada Villarán, no pudo estar presente en la sesión del pasado 18 de marzo. Igualmente, extendemos nuestro reconocimiento a los demás miembros de la Comisión y a la secretaría ejecutiva por el titánico trabajo que significa la preparación y elaboración del informe anual.

En el Volumen I del Informe aparecen unos cuadros muy ilustrativos y útiles sobre las denuncias, peticiones, casos y medidas cautelares tanto del año 2003 así como su evolución en años anteriores, que además reflejan el gran volumen de trabajo de la Comisión. En el correspondiente a las medidas cautelares otorgadas por país durante el año 2003, aparece Colombia con diecinueve (19).

En efecto, somos concientes de que la situación que vive Colombia contribuye en grado sumo a que existan situaciones de gravedad y urgencia que ameritan la actuación rápida de la Comisión a través del mecanismo de las medidas cautelares previsto en el artículo 25 de su Reglamento, para evitar daños irreparables a las personas.


El Gobierno Colombiano siempre ha mostrado la mejor disposición y ha respondido a las solicitudes de medidas cautelares de forma inmediata. Teniendo en cuenta que la medida cautelar responde a la existencia de un peligro inminente y se trata de un mecanismo temporal para conjurar un perjuicio, se dirigió una comunicación a la Honorable Comisión, de fecha 24 de junio de 2003, reiterada el 9 de febrero de 2004, en el sentido de evaluar la pertinencia de mantener algunas de las medidas de acuerdo a ciertas razones de hecho y de derecho que se expusieron detalladamente, sin que hasta el momento la Comisión haya respondido a nuestra solicitud. 


El Gobierno de Colombia, quiso también con la comunicación citada, obtener mayor claridad sobre los criterios que usa la Comisión al momento de otorgar las medidas, o cuando corresponde su prórroga o levantamiento. Actualmente, en lo que se refiere a los plazos, las medidas se otorgan por un tiempo general de seis meses. Es importante llamar la atención sobre la necesidad de que la Comisión revise constantemente el cumplimiento de las medidas y determine si se requiere mantenerlas o no. 

Consideramos adecuado que un mecanismo tan crucial como el de las medidas cautelares se mantenga dentro de parámetros estrictos para proteger su efectividad. El Gobierno colombiano siempre ha ejecutado las medidas cautelares sin cuestionar su pertinencia u oportunidad y considera necesario que se otorguen y se mantengan en los casos en los que exista riesgo de daños irreparables a la vida o la integridad física de las personas; la falta de rigurosidad en este aspecto podría resultar en un abuso o uso inadecuado del mecanismo. 

En lo que se refiere al informe de país (capítulo IV), el Gobierno Colombiano, con nota DDH.47772 de 16 de diciembre de 2003 presentó observaciones preliminares al entonces proyecto, muchas de las cuales vemos recogidas en el texto que hoy se nos presenta.

Nos complace que la Comisión, destaque en su síntesis, los esfuerzos del Gobierno Colombiano y los avances en materia de Derechos Humanos, así como los esfuerzos para dar cumplimiento a las recomendaciones emanadas de la Honorable Comisión. Compartimos especialmente el punto de partida del análisis cuando se afirma que durante el año 2003 el conflicto armado y sus consecuencias continuaron afectando el goce de los derechos humanos fundamentales en Colombia. El reconocimiento de una situación de hecho, facilita el entendimiento de los problemas que en materia de derechos humanos enfrentan los colombianos. 

Sin embargo consideramos que varios aspectos muy importantes de las observaciones del Gobierno no fueron anotados. 

Se continúa afirmando que preocupan a la CIDH los vínculos de la fuerza pública con grupos al margen de la ley. Debemos ser precisos al recordar que cuando la existencia de este vínculo se ha probado ha sido con algunos miembros de la fuerza pública. Afirmaciones generales que comprometen a toda la fuerza pública, ponen en entredicho la transparencia del accionar del Estado ya que si bien, existen casos reconocidos y específicos de acciones u omisiones de algunos agentes del Estado frente actuaciones de grupos paramilitares, esto no es ni mucho menos una conducta general o una política de Estado. La política del Estado Colombiano es combatir a los grupos armados ilegales, sean estos guerrilla o paramilitares, como lo hemos demostrado y afirmado en repetidas ocasiones.

No deben dejarse de lado en este análisis los resultados operacionales en el combate a los grupos de autodefensa. De 1050 miembros de estos grupos capturados entre enero y octubre de 2002 se pasó a 2.477 en el mismo periodo de 2003, y fueron dados de baja 263 frente a 176 en el mismo período de 2002.La política de cero tolerancia del Estado en la materia se ha materializado en órdenes e instrucciones, que son de conocimiento de la Comisión, que reprimen cualquier colaboración, complicidad o facilitamiento del accionar de estos grupos.  A pesar de la contundencia y claridad de estas instrucciones, y de las estadísticas que prueban el compromiso del Estado, en la síntesis de informe se continúa afirmando que “lamentablemente no existen indicios de que la situación haya mejorado sustancialmente durante el año 2003”. Cabe entonces preguntarse si a la disposición del Estado reflejada en los instructivos sumada al incremento del 120% en las capturas y 49% en los miembros de las Autodefensas dados de baja, no se le puede llamar una mejoría de la situación.      

En lo que se refiere al tema de los Defensores de Derechos Humanos, desea esta Misión reiterar lo ya expresado por el Gobierno, en el sentido de que se han generado espacios de interlocución y concertación con organizaciones no gubernamentales de derechos humanos y no existe una política para perseguir judicialmente a las ONG. Por el contrario, en un Estado democrático y pluralista, debe haber respeto por las organizaciones y los defensores de derechos humanos, y esto es básico en un país como Colombia, donde las sugerencias, los aportes, y las críticas han representado un aporte al debate público de la situación general del país. La delegación de Colombia ante la Organización de Estados Americanos participó activamente en el proceso de aprobación de la resolución 1920 de 2003 sobre el apoyo a la tarea de los defensores y estará atenta a apoyar el proyecto de resolución que se debatirá con miras a la Asamblea General de Junio próximo. 

La Comisión menciona unos llamados “montajes judiciales” y sobre este aspecto, es claro para el Gobierno Colombiano que las denuncias que recibe la Comisión deben ser atendidas. De hecho el tema se mencionó en el marco de los dos últimos períodos ordinarios de sesiones de la Comisión. Sin embargo, debemos precisar que las denuncias que en el país se han dado contra miembros de las ONG no obedecen a una acción o iniciativa investigativa del Estado. En un estado de derecho las denuncias elevadas por particulares deben tramitarse de acuerdo a la ley por lo cual en las investigaciones que adelanta la Fiscalía General de la Nación sobre “presuntos” delitos cometidos por algunos miembros de Organizaciones, se han respetado todas las garantías procesales y las denuncias de exceso están siendo investigadas por la Procuraduría General de la Nación. En muchos casos el Gobierno ha pedido la vigilancia especial a la Procuraduría General de la Nación. Creemos que es muy prematura la afirmación de la existencia de “montajes judiciales”, y estamos convencidos de que existiendo denuncias es importante esperar a que la justicia resuelva, por lo cual saludamos el especial seguimiento que la Honorable Comisión hará en esta materia.    

En cuanto a las medidas legislativas, que en opinión de la Comisión puedan resultar en la afectación del goce de los derechos humanos fundamentales, el Gobierno respetuoso del sistema democrático ha abierto los proyectos al más amplio debate público; los pronunciamientos y aportes han provenido de amplios sectores de la sociedad civil, de Organizaciones No Gubernamentales y de la Comunidad Internacional. La labor del Congreso de la República no es de poca monta y el Gobierno confía en que se logren adoptar las medidas adecuadas y necesarias para beneficio de los colombianos. El crecimiento de los grupos armados ilegales, su desprecio por el Derecho Internacional Humanitario, el deterioro general de la situación de Derechos Humanos, son desafíos al Estado de Derecho y a la Democracia en Colombia y el Gobierno los esta enfrentando a través de distintos mecanismos.

De otra parte, llama la atención en la síntesis de informe la mención de cifras y datos estadísticos aportados por el Estado (numeral 13) y acto seguido, sin conclusión alguna sobre las mismas, la alusión a datos provenientes de otras fuentes (numeral 14) a las cuales, al parecer se atribuye mayor relevancia como se deduce de las afirmaciones que le siguen. En este sentido, agradeceríamos que la Honorable Comisión revisara los criterios de valoración de cifras y conceptos de diversas fuentes o por lo menos ampliara su análisis de las cifras y datos que aporta el Gobierno.

No obstante, para el gobierno de Colombia resulta muy grato que la Comisión en su informe refleje su comprensión de la situación del país y resalte los esfuerzos para dar cumplimiento a sus recomendaciones a pesar de las dificultades. 

El Gobierno Colombiano quiere dejar constancia de su participación en las audiencias convocadas por la Comisión en el mes de marzo, pues es preciso reiterar la importancia del diálogo en las instancias internacionales y el trabajo conjunto que es necesario continuar para lograr el fortalecimiento y el respeto de los Derechos Humanos. De esta forma, hacemos propicia la ocasión para recordar el papel fundamental que en la interlocución con el Gobierno llevó adelante el Comisionado Robert Goldman y saluda que la Comisionada Susana Villarán haya sido encargada de relevarlo como relatora para Colombia. 

Igualmente, el Gobierno registra con beneplácito el anuncio que hizo el Presidente de la Comisión al término del 119º período ordinario de sesiones en cuanto a la aceptación del mandato contenido en el párrafo resolutivo 3 de la resolución 859 del Consejo Permanente “Apoyo al proceso de paz en Colombia”.

Por último, la delegación de Colombia, apoya las iniciativas que se dirigen a fortalecer el sistema interamericano de derechos humanos y toma atenta nota de las interesantes propuestas hechas en esta ocasión por el distinguido Embajador de México, especialmente la que se refiere a la celebración de una Conferencia Interamericana sobre Derechos Humanos, en la que, como él lo afirmó, los Estados americanos renueven su compromiso sobre los Derechos Humanos en las Américas. 







                Washington, 29 de marzo de 2004

INTERVENCIóN DE LA MISIóN PERMANENTE DE MéXICO

Muchas gracias señor Presidente


Muchas gracias también, especialmente, a la doctora Susana Villarán, Segunda Vicepresidenta de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), por la presentación del Informe de las actividades de la Comisión durante el 2003. La Doctora Villarán ha mencionado en varias ocasiones la necesidad que tiene la CIDH, y en general el sistema interamericano de derechos humanos, de contar con mayores recursos para poder dar cumplimiento a todos los mandatos que le son asignados tanto por la Convención Americana como por la Asamblea General de la OEA. En ese sentido, reitero el compromiso del gobierno de México de seguir apoyando las iniciativas que permitan brindar mayores recursos a los órganos del sistema. Estamos conscientes que la CIDH necesita de un aumento en su presupuesto que sea suficiente para la realización de sus importantes tareas. Durante los últimos años hemos realizado contribuciones voluntarias para colaborar con el financiamiento de algunas de ellas y lo seguiremos haciendo, pero consideramos que el aumento de recursos debe ser institucional y provenir del presupuesto anual de la Organización.

Señor Presidente

Permítame aprovechar esta intervención para hacer dos cosas. Por una parte, un recuento de las acciones que en estos tres años ha realizado el gobierno de México en materia de derechos humanos, así como compartir nuestra visión sobre el futuro del Sistema Interamericano de Derechos Humanos.

Desde el inicio de su administración, el presidente Vicente Fox estableció como tarea prioritaria de su gobierno, la promoción y el fortalecimiento de los derechos humanos y diseñó una política integral en esa materia como un componente indispensable para la consolidación democrática del país.  El gobierno de México está convencido que el fortalecimiento de los derechos humanos a nivel internacional, es un elemento fundamental para el funcionamiento de las sociedades democráticas modernas. 
A nivel internacional, el gobierno decidió colaborar de forma muy cercana con los mecanismos de protección de los derechos humanos. México se abrió al escrutinio internacional y formuló una invitación amplia a dichos mecanismos para que visitaran el país y contribuyeran con sus observaciones a complementar los esfuerzos nacionales en este campo. 

Como una de las acciones más importantes en este sentido, el gobierno celebró un Acuerdo de Cooperación con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, quien estableció una oficina permanente en México.

Simultáneamente, al interior del país, el gobierno inició un proceso para promover la armonización de la legislación nacional con los compromisos internacionales en materia de derechos humanos, y para impulsar la ratificación de aquellos instrumentos internacionales de derechos humanos de los cuales México no era parte y retirar las reservas y declaraciones interpretativas de aquellos ya ratificados.

Como evolución lógica de esta política, al vincularse plenamente con los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos, el gobierno de México se comprometió a realizar las acciones necesarias para asegurar su cumplimiento.  Como resultado de la invitación hecha a los organismos internacionales, hemos recibido críticas y recomendaciones de 13 mecanismos de protección de los derechos humanos tanto de las Naciones Unidas como de la OEA. Recomendaciones que el gobierno de México ha recibido y difundido públicamente sin reserva, a fin de asegurar las reformas estructurales necesarias para la plena observancia de los derechos humanos.

Para atender debidamente esos compromisos, al interior del país se estableció la Comisión de Política Gubernamental en Materia de Derechos Humanos, como el órgano encargado de coordinar todas las acciones que lleven a cabo las distintas dependencias de la administración pública federal. Una de las funciones de esa Comisión es, precisamente, promover el cumplimiento de las recomendaciones provenientes de los organismos internacionales. 

El año pasado fue aprobada la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, cuyo objeto es promover la igualdad de oportunidades y de trato. También establecimos una Fiscalía Especial para Movimientos Sociales y Políticos del Pasado, para investigar y en su caso, procesar a las personas señaladas como responsables de graves violaciones a los derechos humanos durante los años setenta. 

En junio de 2003, entró en vigor la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, que garantiza el derecho a la información y establece un Instituto Federal de Acceso a la Información Pública como el organismo encargado de promover, vigilar y sancionar su cumplimiento. 

Un importante paso, es el envío de una iniciativa por parte del gobierno federal al Congreso de la Unión, que busca modificar sustancialmente las bases del sistema de justicia penal mexicano. Entre algunos de sus elementos más importantes, la iniciativa prevé mecanismos de justicia alternativa, asegura el respeto de los derechos de las víctimas del delito, establece las figuras del juez de garantías y del juez de ejecución de sanciones, asegura el carácter oral y expedito de los juicios penales, y sobre todo, consagra el pleno reconocimiento del principio de la presunción de inocencia, que no estaba plasmado en nuestras leyes.
Un primer resultado del Acuerdo de Cooperación con la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, fue la entrega del Diagnóstico sobre la Situación de los Derechos Humanos en México. Dicha tarea constituyó un ejercicio sin precedentes ya que fue realizada por Naciones Unidas con representantes de organismos civiles y de entidades gubernamentales.

La siguiente etapa del Acuerdo de Cooperación consiste en la elaboración de un Programa Nacional de Derechos Humanos, tarea en la que el gobierno de México ha comenzado a trabajar con el Alto Comisionado y en la que se contará con la colaboración de expertos internacionales reconocidos en la materia, incluyendo a expertos de la CIDH.  

Señor presidente:

A nivel hemisférico, México determinó apoyar al sistema interamericano de derechos humanos, con la convicción de que un sistema regional sólido, contribuiría con los esfuerzos nacionales para consolidar la vigencia de los derechos humanos en el país y en todo el hemisferio. Una de las acciones inmediatas en este sentido fue promover el establecimiento de una relación de total apertura, estrecha colaboración y diálogo permanente con los órganos especializados del sistema. 

La política de México en materia de Derechos Humanos ante la Organización de los Estados Americanos se ha ejecutado en tres áreas estrechamente interrelacionadas. 

La primera, se refiere a la promoción de una agenda permanente de derechos humanos en la OEA. México impulsa diversos temas relacionados con los derechos fundamentales, como la protección de todos los migrantes, el respecto por los derechos humanos en la lucha contra el terrorismo, los derechos de la mujer, el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas, los derechos de las personas sometidas a cualquier tipo de detención, y la situación de los defensores de derechos humanos.

La segunda, consiste en brindar apoyo ante los órganos políticos de la OEA para el fortalecimiento del Sistema interamericano de derechos humanos, en las cinco áreas identificadas para ese propósito durante la Tercera Cumbre de las Américas: 

· La universalización del sistema;

· la facilitación del acceso de las personas al sistema; 

· el cumplimiento de las decisiones de los órganos;  

· el aumento sustancial de recursos; y,

· la posibilidad del funcionamiento permanente de los órganos. 

La tercer área, se percibe en la ejecución de una política de colaboración estrecha y efectiva con los órganos especializados del sistema. Si bien los compromisos de México a nivel interamericano en materia de derechos humanos se asumieron hace años, ha sido durante la presente administración cuando su participación en el sistema se ha consolidado. 

La colaboración con los órganos del sistema se ha desarrollado a su vez, en tres áreas:

· El sistema de casos. El gobierno federal se ha comprometido a abrir o reabrir las investigaciones, a promover la solución amistosa entre las partes y a asegurar la reparación justa del daño. Ello implica un acercamiento y un diálogo abierto con las víctimas y sus representantes, así como con las autoridades locales; labor que permanentemente promueve el gobierno. Respecto a las medidas cautelares, éstas se ejecutan de inmediato, sin cuestionar a priori su pertinencia u oportunidad, conforme a las posibilidades de las autoridades y las necesidades de los peticionarios.

Por lo que se refiere a los casos contenciosos y medidas provisionales ante la Corte Interamericana, el gobierno de México ha reiterado al tribunal su deseo de colaboración y el compromiso del cumplimiento de sus decisiones.

· La función de supervisión. Durante la presente administración, se ha recibido en dos ocasiones al Relator para México, así como a los relatores temáticos para los Derechos de los Migrantes, los Derechos de la Mujer, y para la Libertad de Expresión. 

Sus recomendaciones han contribuido para contar con una percepción más clara de la situación actual de los derechos humanos en el país, de los obstáculos que se enfrentan y de la forma de superarlos.
· Aumento de recursos para el sistema. México ha apoyado todas las iniciativas que se han presentado ante la Asamblea General y el Consejo Permanente para dotar de mayores recursos a los órganos del sistema. Adicionalmente, el gobierno federal realiza aportaciones voluntarias para contribuir con las labores de la Comisión y de la Corte Interamericanas de Derechos Humanos.

Señor presidente:

Todas esas acciones realizadas a nivel interamericano, representan el reconocimiento de la enorme importancia que México le otorga al sistema por el papel que desempeña en este hemisferio. Por esa misma razón, para México es muy importante que los órganos especializados del sistema asuman con responsabilidad el papel que les corresponde en la actualidad. 

Recientemente celebramos en esta misma Comisión (CAJP), una discusión con la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, sobre su funcionamiento, su labor política, y su mandato para promover la observancia y defensa de los derechos humanos.

Sin que se interprete como una solicitud de excepción para el cumplimiento de su mandato, México le ha solicitado a la CIDH una mejor comprensión de los esfuerzos que realiza para dar cumplimiento a sus recomendaciones, y también sobre las dificultades prácticas que, en ocasiones, enfrenta para ello. Esa función, la de asistir a los gobiernos para resolver ese tipo de dificultades, es una de las que consideramos que la Comisión debe reforzar. 

Asimismo, al escuchar las diversas inquietudes que le fueron formuladas por otros estados, estamos convencidos de que la Comisión requiere desarrollar una mayor capacidad de percepción de la realidad de los países del hemisferio y establecer una más profunda colaboración con ellos, para el cumplimiento de sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos. 

Consideramos que la CIDH tiene el deber de acompañar positivamente los procesos de transición, de fortalecimiento y de consolidación democrática de aquellos países del hemisferio que lo requieran. Por esa razón y, partiendo del reconocimiento de su enorme experiencia en la protección efectiva de los derechos humanos en el hemisferio, el gobierno de México ha solicitado a la CIDH que coadyuve en el establecimiento de las políticas públicas en materia de derechos humanos. 

En particular, México le ha extendido una invitación a la CIDH para que se integre al grupo de expertos internacionales que colaborarán con la oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas y el gobierno, en el diseño del Programa Nacional de Derechos Humanos, a que se hizo referencia anteriormente.

Igualmente, como una muestra del enorme interés de México por que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos consolide su trabajo y difunda más su mandato y sus actividades, el gobierno le extendió una invitación para que realice un periodo de sesiones en el país, durante el mes de julio próximo. Nos sentimos muy complacidos de que la invitación haya sido aceptada por la Comisión.

Señor Presidente: 

En opinión de la delegación de México, la nueva realidad que presenta el hemisferio, si se compara con la que existía hace 25 años, cuando se instauró la Corte Interamericana de Derechos Humanos, o hace casi 45, cuando la CIDH comenzó con sus labores, amerita un análisis profundo y en conjunto, sobre el rumbo que debe seguir el Sistema Interamericano de derechos humanos.

Somos conscientes que el sistema está sólidamente asentado en los instrumentos interamericanos, e internacionales de derechos humanos, pero consideramos que es oportuno proponer una evaluación global sobre la evolución que el mismo debe tener.  

Por su firme convicción en la causa de los derechos humanos, el gobierno de México está comprometido con el fortalecimiento de nuestro sistema, para consolidar un sistema regional de promoción y protección de los derechos humanos, que refleje una verdadera cultura interamericana.

Por esa razón, hoy retomamos la idea de realizar una evaluación conjunta e integral del Sistema interamericano de derechos humanos, tal como la ONU lo  hizo a nivel universal en 1993, en Viena.

En este mismo sentido se han pronunciado recientemente la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al anunciarnos que han iniciado una reflexión interna sobre la forma en que el sistema debe fortalecerse, y replantearse su papel para responder en forma efectiva a las crecientes necesidades de la región en materia de derechos humanos.

Un proceso de reflexión como el propuesto, integral y de gran magnitud, debe necesariamente concluir en la adopción de renovados compromisos que determinen un rumbo de acción concreto para el sistema hacia el futuro. 

Por esa razón, la delegación de México estima oportuno plantear la celebración de una Conferencia Interamericana sobre Derechos Humanos, en la que los Estados americanos, con la participación de los órganos del sistema, de las organizaciones de la sociedad civil, así como de todos aquellos sectores involucrados en el hemisferio con la promoción de los derechos humanos, acordemos un renovado compromiso sobre Derechos Humanos en las Américas, que tenga como objetivos fundamentales:  

a) La universalización del sistema, mediante la aceptación de la jurisdicción de la CIDH y de la Corte en todos los estados parte del hemisferio;

b) Dotar con recursos suficientes a los órganos del sistema para desarrollar sus labores;

c) El cumplimiento de las decisiones de los órganos y el establecimiento de procedimientos que refuercen el papel de los estados como garantes del sistema;

d) Reforzar el papel de la CIDH en el fortalecimiento y consolidación de la democracia en la región. 

Una declaración americana sobre derechos humanos, en la que se refuerce el papel de los órganos del sistema y se refirme el carácter universal de los derechos humanos -para abstraerlos de las diferentes circunstancias políticas, económicas, sociales o religiosas-, contribuirá necesariamente en la consolidación de un sistema incluyente de las distintas visiones. Asimismo, esta declaración, puede significar la apertura de algunos espacios de participación directa para todos los Estados Miembros de la Organización. 

Embajador Miguel Ruiz-Cabañas Izquierdo, 

Representante Permanente de México ante la Organización de los Estados Americanos

Intervención de lA MISIóN PERMANENTE DEL PERú


En nombre del Gobierno del Perú, agradecemos a la Lic. Susana Villarán de la Puente, Segunda Vicepresidenta de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y al Dr. Santiago Cantón, su Secretario Ejecutivo que lo acompaña, por la elaboración y presentación del Informe Anual, amplio y valioso, sobre las actividades de la Comisión.

En primer lugar, deseamos manifestar las sinceras felicitaciones de nuestro Gobierno a la Comisionada peruana Lic. Susana Villarán por su elección, en el último período ordinario de sesiones, como Segunda Vicepresidenta de la Comisión.  Sobre el particular, le deseamos el mejor de los éxitos y le auguramos una acertada gestión.

Asimismo, deseamos expresar un homenaje a la antigua Relatora del Perú, Lic. Marta Altolaguirre, quien dirigió a la Comisión hasta el año pasado.  También deseamos recordar que la Lic. Altolaguirre realizó una segunda visita de trabajo al Perú, en agosto de 2003, la misma que nuevamente tuvo un saldo positivo porque permitió un mayor acercamiento de la Comisión no sólo con los representantes de los peticionarios, sino con las autoridades nacionales directamente comprometidas con el cumplimiento de sus recomendaciones.

En tal sentido, manifestamos la voluntad de las autoridades peruanas de continuar trabajando con el nuevo Relator del Perú, Dr. Freddy Gutiérrez, cuya experiencia y aptitudes profesionales serán de mucha ayuda a fin de arribar a soluciones amistosas y para seguir cooperando para el mejor cumplimiento de las recomendaciones de la Comisión.  Al respecto, deseamos destacar la actitud conciliadora del Dr. Gutiérrez durante las audiencias del último período ordinario de sesiones, la misma que fue de gran utilidad para todas las partes.

En lo que respecta al Informe, también deseamos destacar la observación que la CIDH ha realizado con respecto a la impunidad, al afirmar que la misma constituye uno de los principales obstáculos para la vigencia efectiva del Estado de Derecho. Coincidimos plenamente con que la gobernabilidad democrática depende de la adopción impostergable de medidas para mejorar la administración de justicia. 

En tal sentido, el gobierno constitucional del Presidente Alejandro Toledo está comprometido con la lucha en contra de la impunidad, habiendo realizado diversas acciones en diversos ámbitos, debiendo resaltarse la presentación del Informe Final de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación.  Sobre el particular, los ex comisionados presentaron sus conclusiones y recomendaciones en una audiencia en el 119no. Período Ordinario de Sesiones

También resulta pertinente destacar la Resolución de la Comisión No. 01/03 “Sobre Juzgamiento de Graves Crímenes Internacionales”.  La misma constituye un hito en el desarrollo del derecho internacional en materia de lucha contra la impunidad al “…recordar que los crímenes contra el derecho internacional como genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra constituyen una gravísima ofensa a la dignidad humana y una negación flagrante de los principios fundamentales consagrados en las Cartas de la Organización de los Estados Americanos y de las Naciones Unidas, por lo que la comisión de éstos no debe quedar impune…”.

De esta Resolución deseamos citar el párrafo resolutivo quinto que señala que “…el principio de la territorialidad debe prevalecer sobre el de la nacionalidad en los casos en que el Estado donde ocurrieron los crímenes internacionales tenga voluntad de llevarlos a juicio y ofrezca las debidas garantías del debido proceso de los presuntos responsables”.

En este orden de ideas, el Perú se aúna al llamamiento de la Comisión para que los Estados miembros que no lo hayan hecho, se adhieran o ratifiquen el Estatuto de la Corte Penal Internacional y adopten las medidas legislativas y de otro carácter necesarias para invocar y ejercer la jurisdicción universal frente a la responsabilidad individual por la comisión de genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra.  En tal sentido, el Perú apoyará activamente el Proyecto de Resolución que será presentado por México.

En lo que respecta a su antecedente inmediato, la Resolución No. 1929/03, el Perú propuso el concepto recogido en el párrafo resolutivo séptimo que insta a los Estados a que cooperen judicialmente para combatir la impunidad de los responsables de haber cometido los crímenes más graves de trascendencia internacional, tales como el genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra.

Por otro lado, el Perú respalda las recomendaciones de la Comisión para que los Estados miembros adecuen sus respectivos marcos normativos a los estándares de la Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión y la Convención Americana, para que se otorgue una protección adecuada a los profesionales de la información y establezcan mecanismos legales de acceso a la información.

Existe un firme apoyo político peruano al tema de la libertad de expresión y a su Relatoría.  Sobre el particular, el Perú presentará oportunamente un Proyecto de Resolución sobre Acceso a la Información.

Podemos adelantar que el nuevo proyecto retomará los aspectos centrales de la Resolución No. 1932/03 y que se mantendrá el rol que la Relatoría Especial sobre Libertad de Expresión en el asesoramiento y estudio de la problemática del tema del acceso a la información pública en la región.

Por otro lado, el gobierno peruano también comparte la preocupación de la Comisión por la vulnerabilidad de los defensores de derechos humanos en las Américas.  El Perú reconoce la importante labor que cumplen los defensores de derechos humanos, siendo ello consistente con la política del gobierno peruano de dar plenas facilidades y su respaldo al trascendental papel de la sociedad civil y de las instituciones defensoras de los derechos humanos, tales como la Defensoría del Pueblo.

En tal sentido, nos permitimos anunciar que el Perú patrocinará el proyecto de resolución “Sobre Defensores de Derechos Humanos: Apoyo a las tareas que desarrollan las personas, grupos y organizaciones de la sociedad civil para la promoción y protección de los derechos humanos en las Américas”.

En lo que respecta a ciertos temas que aún no han merecido, a criterio de la Comisión, el pleno cumplimiento de sus recomendaciones, la CIDH puede tener la seguridad que el Gobierno del Presidente Toledo se encuentra trabajando arduamente para su cumplimiento, siendo pertinente recordar que las medidas realizadas en la década pasada por un gobierno autoritario de poco más de diez años y sus consecuencias, no son fáciles de superar.

En este orden de ideas, el Estado peruano está comprometido a cumplir con las recomendaciones planteadas en los casos presentados ante la CIDH e invita a la Comisión a continuar, con el valioso apoyo de la sociedad civil, el importante seguimiento que realiza sobre la situación de los derechos humanos en el Perú.

En el presente informe se observa que el Perú ocupa el primer lugar con 206 peticiones presentadas en su contra en el año 2003.  Sin embargo, también se puede apreciar que la Secretaría Ejecutiva sólo ha dado trámite en ese año a 18, muchas de las cuales se refieren al tema de magistrados no ratificados por el Consejo Nacional de la Magistratura.  Al respecto, en el último período de sesiones de la CIDH se acordó iniciar conversaciones a fin de arribar a un acuerdo de solución amistosa, las mismas que ya se están iniciando en nuestra capital.  

Si es que realizamos un cálculo aritmético crudo, sin contar las peticiones que se encuentran aún en proceso de evaluación de años anteriores, podemos constatar que la Secretaría Ejecutiva ha dado trámite únicamente al 8.7% de las peticiones presentadas en contra del Perú.  Sobre el particular, deseamos formular un reconocimiento expreso a la importante labor que los abogados de la Secretaría Ejecutiva realizan al evaluar si estas peticiones cumplen con los requisitos de admisibilidad, aún antes de correr traslado al Estado.

Finalmente, deseo concluir señalando que el Perú reitera su apoyo a la Comisión y a las importantes tareas que realizan sus miembros y su Secretario, y viene participando activamente en todo aquello que implique ampliar su presupuesto y, en general, fortalecer sus actividades orientadas a la protección y promoción de los derechos humanos en el hemisferio.


Muchas gracias.

Intervención de lA MISIóN PERMANENTE
DE LA REPúBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA

La Delegación de Venezuela agradece al Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos la convocatoria de esta  nueva sesión para recibir el  Informe  Anual 2003 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, según las normas reglamentarias de la Organización de Estados Americanos.  Necesario es reiterar en ese orden, nuestra adhesión  al criterio expresado por el Representante Permanente de Panamá, Embajador Juan Castulovich,  en su carácter de Presidente de la CAJP, en la pasada sesión del 18 de marzo, respecto a la  indelegable representatividad de la Comisión ante los órganos políticos de la OEA en el marco de  los procedimientos establecidos. En esa oportunidad, durante el debate, ninguna Delegación puso en tela de juicio la indelegable representatividad  de la Comisión. Se destaco la  naturaleza netamente administrativa de la secretaria ejecutiva y la función de asistencia que le compete brindar a la CIDH. Por ello, lamentamos el Comunicado publicado por la organización no gubernamental, CEJIL, plagado de comentarios inapropiados y desconsiderados, por la decisión que adoptara el  Presidente. 

En ese sentido, agradecemos  la presencia de la Sra. Susana Villarán, Segunda VicePresidenta de la CIDH, en esta sesión de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos y, destacamos la complacencia del Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela que preside Hugo Chávez Frías con los nuevos miembros que conforman  esa Comisión. La experiencia jurídica, la solvencia moral de los nuevos miembros, la experiencia profesional de cada uno de los Comisionados, será sin lugar a dudas un valor agregado para los retos y dilemas que debe enfrentar la Comisión. Sin lugar a dudas, las distorsiones heredadas por esta Comisión y la problemática existente en el hemisferio son retos que esperamos enfrente con éxito. Saludamos con entusiasmo a los Comisionados Freddy Gutiérrez Trejo, Paulo Sérgio Pinheiro; Evelio Fernández Arévalo y Florentín Meléndez. Nos referimos de manera particular a los Comisionados  Freddy Gutiérrez, por su condición de venezolano y a Paulo Sérgio Pinheiro por su designación como  Relator para los casos de Venezuela. Es oportuno señalar que en el marco de la sesión ordinaria de la CIDH fue muy constructiva y positiva la experiencia de trabajo que se produjo con el Comisionado Pinheiro. Expresamos nuestro interés de continuar trabajando en la misma orientación. 

El Estado venezolano tiene presente que los nuevos comisionados no participaron en la elaboración del Informe Anual 2003, dado que sus responsabilidades se iniciaron a partir del 1 de enero de 2004.

En otro orden de ideas, deseamos resaltar que debe preservarse y fortalecerse el  dialogo  entre los órganos políticos y la CIDH para que los Estado expresen de manera directa sus observaciones y recomendaciones al Informe Anual. La Comisión debe desarrollar, para mejorar el funcionamiento del mecanismo de  protección, una relación de transparencia con los Estados Miembros. La plena observancia de las disposiciones contenidas en la Carta de la OEA; la Convención Interamericana de Derechos Humanos, el estatuto y su reglamento redundará decididamente al fortalecimiento del sistema interamericano de los derechos humanos.

Observaciones y recomendaciones de Venezuela al Informe Anual 2003 de la CIDH.-

Señor Presidente, la Corte Interamericana de Derechos Humanos  ha expresado que en la consideración de los asuntos sometidos a los órganos del sistema interamericano de derechos humanos “debe guardarse un justo equilibrio entre la protección de los derechos humanos, la seguridad jurídica y la seguridad procesal que asegure la estabilidad y confiabilidad de la tutela internacional”.  La Comisión Interamericana de Derechos Humanos tiene facultades para promover la observancia y la defensa de los derechos humanos en el hemisferio, como órgano subsidiario de los respectivos sistemas nacionales y, justamente esa atribución le exige actuar y emitir juicios, opiniones y recomendaciones manteniéndose apegada a los criterios de equidad e imparcialidad. Una actuación en contrario significaría una grave distorsión del sistema. Desde esa perspectiva manifestamos nuestras observaciones y recomendaciones al Informe Anual 2003.

Sobre el Volumen I, deseamos dejar consignada una observación  respecto a la irregular actuación de la Comisión en materia procesal en relación a una petición sobre la Sentencia 1013 del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela.  Nos referimos específicamente al hecho inexplicable según el cual habiendo la Comisión emitido un Informe de Inadmisibilidad,  según los artículos 46 y 47 de la Convención,  instruye   a la Relatoría Especial de Libertad de Expresión a elaborar  un Informe Especial por  las formulaciones de los peticionarios en referencia al desarrollo interpretativo de los artículos 57 y 58 de la Constitución venezolana.

Es de resaltar que el artículo 47.b de la Convención, establece los fundamentos para no admitir una  petición que “no exponga hechos que caracterice una violación de los derechos garantizados por esta Convención”. Sin embargo, contradictoriamente la CIDH instruye a la Relatoría de Libertad de Expresión que elabore un informe especial. En ese orden, recordamos a la Comisión el deber de observar su propia normativa y atenerse a los criterios previamente establecidos por la Corte acerca de  guardar la seguridad jurídica y la seguridad procesal para mantener la credibilidad y la legitimidad del sistema.
En el Volumen II los subtítulos “Desarrollo de los Derechos Humanos en la región” y el “Quinto Informe de Progreso de las Relatoría sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias”, exigen algunas observaciones de nuestra parte. 

Observaciones sobre los Cinco  Criterios. La Comisión Interamericana desde 1997 determinó cinco criterios “para identificar los Estados Miembros de la OEA cuyas prácticas en materia de derechos humanos merecían atención especial” y por lo tanto se incluirían en el capítulo IV de su Informe Anual. Se hace indispensable que la Comisión  revise esos conceptos  en el marco del proceso de reflexión sobre el futuro del sistema y bajo la doctrina de los derechos humanos al que esta siendo convocada. Se percibe cierta inconsistencia jurídica en tales criterios y  ausencia de rigor metodológico al analizar  situaciones hipotéticas de violación de derechos humanos que intentan  establecer una clasificación sobre las inobservancias en las que podrían estar in curso los Estados Miembros. Estos criterios se sustentan  sobre la base de los derechos protegidos en el ámbito político, aunque incluso sobre estos se detecta una cierta omisión. La Comisión sobre los derechos económicos, sociales y culturales, guarda  un absoluto silencio.

La desnutrición, el analfabetismo, las enfermedades son expresión de los altos índices de pobreza y de exclusión que sufren las personas que habitan en el hemisferio y por ende de las falencias de la democracia. La CIDH debe elaborar algún criterio sobre las situaciones de extrema pobreza y exclusión social que exprese cómo se vulnera los derechos humano de las personas. 

El primer criterio se fundamenta en la Democracia Representativa y la  elección  popular como el medio para que los Gobiernos accedan al poder. Sorprende que en el desarrollo del mencionado concepto se deje de lado, uno de los requisitos que garantiza que las elecciones sean efectivamente democráticas.  La  CIDH destaca como características  el voto “secreto, genuino, periódico y libre”. Sin embargo,  no hace la menor mención a que también debe ser “directo”. Inquieta que un requisito indispensable como este  no sea considerado por la  CIDH,  a pesar de que -sin lugar a dudas- es un estándar internacional.  Cuando algún Estado no tiene este principio como práctica democrática viola una de las principales libertades fundamentales que reza:  “Todas las personas son iguales ante la ley”. 

El segundo criterio se refiere a la adopción -por algún Estado- de medidas excepcionales o de emergencia,  de estado de sitio, suspensión de garantías o medidas excepcionales de seguridad que afecta el libre ejercicio de los derechos protegidos en la Convención Americana de Derechos Humanos o en la Declaración Americana. La Convención  establece que los Estados, en ciertas circunstancias, pueden acudir a estas medidas, debiendo notificar al organismo hemisférico sobre la adopción de las mismas. Por lo tanto, se hace incomprensible –tal y como esta redactado- la orientación que da la CIDH  al establecer esa circunstancia como un parámetro. Varios Estados Miembros se vieron obligados por sus respectivas situaciones internas a acudir a ciertas medidas. Es público y notorio que un Estado aprobó una nueva legislación en la cual se suprimieron  libertades civiles importantes. Desde qué perspectiva, bajo qué orientación, bajo qué criterios -nos preguntamos-, la Comisión incluye a unos países y omite a otros, en el capítulo IV del Informe Anual. 
El tercer criterio  se fundamenta en el caso de existir pruebas fehacientes de que  un Estado efectúa violaciones masivas y graves de los derechos humanos garantizados en la Convención Americana o en la Declaración. Se refiere con especial preocupación –que  comparte nuestro Gobierno- a las ejecuciones extrajudiciales, la tortura y la desaparición forzada. Ahora bien, nos preguntamos cuál es la calificación aplicable cuando un Estado “democrático” viola  sistemáticamente el debido proceso de las personas  detenidas por causa de su nacionalidad y religión; cuando  sin argumentos legales viola su libertad personal, cuando sin importar la edad, les detiene e incomunica por sospechas infundadas, cuando son arrancadas de sus países sin mediar proceso judicial alguno y  recluidas en territorios con jurisdicciones especiales para burlar los tribunales correspondientes, se les aísla de su contexto cultural familiar, se viola también el deber de garantizarles el asesoramiento mínimo legal  correspondiente.  Qué pasa cuando alguna región de  nuestro hemisferio es convertida en  una penitenciaria extrajudicial o en  depósito de seres para reducirlos en su condición humana, atentar contra su dignidad,    por el  hecho de pertenecer a culturas distintas.    

El cuarto criterio tampoco refleja claramente la significación y naturaleza del criterio que  la Comisión expone como un parámetro tomando como base procesos de transición sobre las situaciones hipotéticas de los tres primeros criterios.

El quinto criterio  tiene –como los anteriores- un enfoque errático sobre  hipotéticas situaciones  -coyunturales y estructurales- contrapropuestas por su propia naturaleza  que “afectan seria y gravemente el goce y disfrute de los derechos fundamentales consagrados en la Convención Americana o en la Declaración.     

La sección dedicada a Haití plantea una pregunta obligatoria: Qué iniciativas adoptó la CIDH para la promoción de los derechos humanos en ese país, en el marco de sus mandatos específicos. La Comisión informó vagamente que “organizo varios seminarios” y que del 18 al 22 de agosto de 2003 efectuó una visita a ese país. La Comisión manifiesta que partió de un marco para evaluar la situación de derechos humanos: a un lado, “las graves penurias económicas” y por la otra, “una tensa crisis política”. En ese orden, sorprende que la Comisión no haga mención, entonces,  al brutal bloqueo financiero y económico a que fue sometido dicho país, cuando se refiere de soslayo al aspecto socioeconómico. De la misma manera desestima  aspectos que fueron clave en el plan que llevaron a cabo los factores violentos –con apoyo externo- para desestabilizar  las instituciones democráticas y derrocar al Gobierno legítimamente electo de Jean Bertrand Aristide. Por ejemplo, cuando nos tropezamos con el siguiente párrafo: “los problemas relativos al Consejo Electoral Provisorio, han repercutido directamente en el ejercicio libre y pleno de los derechos humanos por parte de la población, cuyo respeto y salvaguardia  constituyen obligación internacional del Estado”. Fue un hecho público y notorio que la institución electoral haitiana no pudo instalarse porque la oposición, incumplió con el compromiso que bajo los “buenos oficios” de la OEA, había acordado con el Gobierno de Aristide. La oposición debía nombrar 6  de los ocho miembros necesarios y el  Gobierno dos.  Contra toda lógica, la Misión Especial de la OEA no colocó el énfasis en ese aspecto puntual y la CIDH repite la misma actitud.  La Comisión señaló –sin analizar-  que es obligación del Estado salvaguardar los derechos de sus ciudadanos y, omite olímpicamente que las manos del Gobierno haitiano fueron maniatadas y en cambio se dejo a la oposición la facultad de consolidar o socavar las instituciones democráticas. El hemisferio está enterado del derrocamiento de Jean Bertrand Aristide y de las terribles circunstancias que impidieron a su pueblo restaurar la democracia. 

En cuanto a la sección sobre Cuba. Nos permitimos  reiterar la posición del Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela sostenida en el marco del Consejo Permanente celebrado en abril de 2003, respecto a que la CIDH no tiene jurisdicción sobre Cuba en consideración a que este hermano país, fue expulsado  de la Organización de Estados Americanos.

En cuanto a las observaciones relativas a  la sección sobre Venezuela, nos  remitiremos  al Comunicado de Prensa de la Misión Permanente, el cual fuera publicado el 19 de marzo de 2004 y se encuentra en su portal http://www.venezuela-oas.org . Sin embargo, haremos algunos comentarios relativos a la  ostensible  falta de equidad procesal y  transparencia de  la Comisión en su actuación con el Estado venezolano. Sorprende el comentario de la Sra. Susana Villarán.  Al vincular el concepto de estado de derecho y la situación de política interna, es evidente que la Comisionada confunde la actuación de las instituciones democráticas venezolanas con el escenario político y los factores que en el intervienen. Su comentario sobre “la falta de una implementación completa  de la Constitución”  demuestra total desconocimiento del proceso constitucional y legislativo venezolano. Resulta francamente  irresponsable  pretender imponer una matriz según la cual el Estado venezolano no cumple con su obligación constitucional de respetar y garantizar los derechos humanos de sus ciudadanos. El proceso bolivariano sustancialmente tiene como objetivo vital el respeto de los derechos humanos de todos los ciudadanos y de manera especial de los excluidos de siempre. Asimismo, rechazamos categóricamente la afirmación de la Comisionada Villarán respecto a que Venezuela se niega a cumplir “las decisiones” de la Comisión. Preocupa a Venezuela la perdida de la sindéresis, imprescindible para la imagen de necesaria transparencia que debe ostentar la CIDH. Nos permitimos recordar que para la Corte Interamericana, los actos de la Comisión son   recomendaciones,  no decisiones.  Aquellas recomendaciones  que emite  la Comisión con apego a la normativa, observando la equidad procesal y la imparcialidad,  son seguidas cabalmente por el Estado venezolano. Nos parece importante referirnos al Informe sobre Venezuela.  La Comisión  negó al Estado una prorroga del plazo de 30 días para presentar oportunamente sus observaciones al informe. De esa manera coarto al Estado su derecho a la defensa Sin embargo, la Comisión invirtió dos años en la elaboración de dicho informe  –aún así esta plagado de sesgos e inexactitudes-. Qué utilidad tiene -jurídica y procesal-  para la causa de los derechos humanos una negativa de esta naturaleza. Qué temía la Comisión. Nos preguntamos: Cómo se fortalece el sistema interamericano de derechos humanos cuando la intolerancia sustituye el espíritu de la colaboración a la que esta obligada  la  Comisión. Aún así, el Estado venezolano responsablemente, presento dichas observaciones a la Comisión y expreso su interés en conversar con el relator sobre las mismas. 

De la lectura de los Flujos Migratorios de la sección sobre Panorama General de Políticas y Prácticas Relacionadas con los Derechos Humanos”, se concluye que la Comisión  no ha establecido criterios claros para la presentación de la información y  se observa  que no hay aplicación de  esquemas metodológicos para interpretar adecuadamente el  material. El párrafo –cinco líneas- dedicado a la “Emigración venezolana”, si bien admite que no se basa en  fuentes oficiales en que apoyar una afirmación de tal naturaleza, estima que: “el flujo de venezolanos que sale del exterior  mantuvo una tendencia al alza en el 2003, si bien no existen cifras oficiales sobre la cantidad de personas que han emigrado en los últimos 5 años. Se estima que en la actualidad unos 300 mil venezolanos residen en Estados Unidos, mientras otros 35 mil residen en España. Un gran número lo hace en calidad de indocumentados”.  Es a las claras una afirmación sesgada y no enriquece la sección sobre el tema migratorio. 

Señor Presidente, sobre el Volumen III respecto a la Relatoría de Libertad de Expresión, deseamos reiterar  la importancia de que la Comisión observe plenamente las normas  reglamentarias para la designación de las relatorías. En ese sentido, nos parece necesario que ese órgano designe a un Comisionado como titular de la Relatoría de Libertad de Expresión, según lo establece el artículo 15 del Reglamento: “la Comisión podrá crear relatorías para el mejor cumplimiento de sus funciones. Los titulares serán designados por mayoría absoluta de votos de los miembros de la Comisión y podrán ser miembros de dicho órgano u otras personas seleccionadas por ella, según las circunstancias. La Comisión establecerá la característica del mandato encomendado a cada relatoría. Los relatores presentarán periódicamente al plenario de la Comisión sus planes de trabajo”.

Es también una preocupación de mi Delegación conocer con exactitud el status administrativo de la Relatoría de Libertad de Expresión. En el volumen III se dice que es una  oficina “permanente, con independencia funcional y funcionamiento propio”. Nos preguntamos: cómo puede tener ese carácter, siendo que está –la relatoría- adscrita a la Comisión y éste órgano no es permanente.

Señor Presidente, nos preocupa también que la Comisión a través de su Relatoría de Libertad de Expresión de un tratamiento desigual a los medios alternativos, en comparación a los grandes Medios de Comunicación. Por ejemplo, el Alcalde Mayor de Caracas, Alfredo Peña, sin mediar razones, clausuro un  medio alternativo. Nos referimos a Catia TV, cuya programación estaba dirigida a la población de la Comunidad de Catia, barriada caraqueña de un millón de personas. Sin embargo, el Relator Especial envió al Estado una “lacónica” comunicación en la cual  calificaba este “acto administrativo” como un “conflicto de intereses”. Por qué razón la Comisión no considero este acto como una terrible violación de la libertad de expresión de los catienses.  

Diametralmente distinta fue la reacción de la CIDH cuando  el Consejo Nacional de Telecomunicaciones-CONATEL incauto una serie de equipos de microondas clandestinas que utilizaba el canal de televisión GLOBOVISION.  Asimismo, llama la atención que antes de que los técnicos de CONATEL culminaran su trabajo,  la Comisión ya había dictado medidas cautelares. El Estado venezolano comprendió que la CIDH estaba claramente desinformada sobre lo que había sucedido y desconocía el ordenamiento nacional e internacional vigente en materia de telecomunicaciones. 

Nuestro Gobierno envió a los Ministros de Infraestructura y  Comunicación, Diosdado Cabello y  Jesse Chacón, respectivamente, a informar a la CIDH con lujos de detalles, sobre el acto administrativo adoptado por el Estado en el marco de las normativas de telecomunicaciones y la imposibilidad de adoptar las medidas cautelares dictadas. De haber mantenido vigentes estas medidas cautelares la Comisión hubiese promovido un gran caos, a  nivel nacional  e internacionalmente, e inducido al delito en lo que se refiere a las telecomunicaciones.

Con respecto al capítulo IV sobre el Informe al Acceso a la Información en el hemisferio, la Relatoría se limita a presentar una recopilación –parcial- de las legislaciones sobre el “acceso a la información”, pero no profundiza sobre el rango que las legislaciones le conceden. Por ejemplo, la Constitución Bolivariana reconoce el derecho a la información de los ciudadanos, lo cual redunda en el desarrollo del ordenamiento legal en la materia. La Constitución bolivariana define incluso la calidad de la información. Reza el artículo 58 que “.Toda persona tiene derecho a la información oportuna, veraz e imparcial, sin censura, de acuerdo a los principios de esta Constitución..”.  El artículo 108 establece que “Los medios de comunicación deben contribuir a la formación ciudadana. El Estado garantizará servicios públicos de radio, televisión,  y redes de bibliotecas y de informática, con el fin de permitir el acceso universal a la información..”   
Recomendaciones a la CIDH:

· Efectúe un estudio sobre las disposiciones contenidas en el artículo 13 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos que prohíbe taxativamente la incitación al odio racial, a la guerra nacional y la discriminación y tome en cuenta la Sentencia del Tribunal Penal Internacional de Ruanda que responsabiliza –penalmente- a dueños de  medios de comunicación por el genocidio contra los Tuttsi. 
· Procese y considere las observaciones planteadas por los Estados en el  dialogo, acerca de los criterios que aplica en los mecanismos de protección sobre los derechos protegidos. Reiniciar este dialogo con la presencia de los nuevos comisionados. Informe sobre las consideraciones que la Comisión hace de los planteamientos de los Estados en la materia.
· Efectúe un estudio sobre el desarrollo de los medios de comunicación alternativos en el hemisferio y su papel en la consolidación de las instituciones  democráticas.
· Desarrolle contactos con las defensorías del pueblo, Ombusdman o autoridades públicas equivalentes, de manera de colaborar en el fortalecimiento de  los sistemas nacionales de derechos humanos.
· Invite a la Federación Iberoamericana de Ombusdman a reuniones de trabajo para intercambiar opiniones sobre actividades conjuntas para la promoción del respeto de la doctrina de los derechos humanos en el hemisferio.
· Inicie un proceso de reflexión sobre el reto que enfrenta el sistema interamericano de derechos humanos ante la coyuntura hemisférica y someta a una revisión los enfoques y criterios que hasta  ahora ha desarrollado.
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PROYECTO DE RESOLUCIÓN

OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES AL INFORME ANUAL 

DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

(Texto acordado por la Comisión el 14 de mayo de 2004)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las Observaciones y Recomendaciones del Consejo Permanente al Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (AG/doc._____/04);

CONSIDERANDO:

Que en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, los Estados Miembros han proclamado como uno de sus principios, el respeto de los derechos fundamentales de la persona humana sin distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo; y que de acuerdo con dicha Carta y con la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos tiene como función principal promover la observancia y defensa de los derechos humanos; y

Que en la Declaración de la Tercera Cumbre de las Américas, celebrada en la Ciudad de Québec, los Jefes de Estado y de Gobierno expresaron que su “compromiso de asegurar el pleno respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales se basa en principios y en convicciones compartidos” y apoyaron el “fortalecimiento y perfeccionamiento de la eficacia del sistema interamericano de derechos humanos, que incluye la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos”,

RESUELVE:

1. Hacer suyas las observaciones y recomendaciones del Consejo Permanente al Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (AG/doc._____/04), y transmitirlas a dicho órgano.

2. Reafirmar el valor esencial de las labores que, dentro de su marco normativo y con plena autonomía, realiza la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para el perfeccionamiento de la protección y promoción de los derechos humanos en el Hemisferio.

3. Instar a los Estados Miembros de la Organización a que:

a. Consideren la firma y ratificación, o adhesión, según sea el caso, de todos los instrumentos jurídicos del sistema interamericano de derechos humanos;

b. Den seguimiento a las recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos;

c. Continúen otorgando el tratamiento que corresponda a los informes anuales de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en el marco del Consejo Permanente y de la Asamblea General de la Organización.

4. Tomar nota con satisfacción de la decisión de los gobiernos de los Estados Miembros que han invitado a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a visitar sus respectivos países, y alentar a todos los Estados para que continúen esta práctica.

5. Encomendar al Consejo Permanente que continúe analizando los medios para lograr un incremento efectivo y adecuado de los recursos económicos asignados a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos por el programa-presupuesto de la Organización.

6. Instar, adicionalmente, a los Estados Miembros de la Organización a que contribuyan al Fondo Específico para el Fortalecimiento del Sistema Interamericano de Protección y Promoción de los Derechos Humanos.

7. Invitar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a que:

a. Continúe publicando en su página de Internet, las observaciones y recomendaciones a su Informe Anual a la Asamblea General, de aquellos Estados Miembros que así lo soliciten;

b. Continúe, según lo dispuesto en el artículo 15 de su reglamento, fortaleciendo las relatorías y unidades funcionales existentes, y dentro de sus recursos disponibles;

c. Continúe participando, a través de sus comisionados, en el diálogo con los Estados Miembros en el ámbito de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, a la luz de la aplicación de su nuevo reglamento, en particular para ilustrar sobre los criterios utilizados en sus principales mecanismos de protección de los derechos humanos, tales como medidas cautelares, visitas in loco, publicación de informes, soluciones amistosas, plazos en la revisión y tramitación inicial de las peticiones, entre otros.

8. Recomendar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que continúe teniendo en cuenta las observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros a su Informe Anual, y que adopte las medidas que considere pertinentes con base en dichas observaciones y recomendaciones.


9. Solicitar al Consejo Permanente que informe sobre el cumplimiento de esta resolución a la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones, la cual será ejecutada de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
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� La Misión Permanente de Venezuela presentó un texto revisado con sus observaciones y recomendaciones, el día 4 de mayo de 2004.





